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6.2.  Subdirección de Fortalecimiento Institucional Territorial 
 
 
 
 
Doctora 
Maria Angelica Ariza Arevalo 
Secretaria  
Concejo Municipal 
Municipio Landazuri Santander 
secretaria@concejomunicipallandazurisantander.gov.co 
 
 

Radicado entrada 1-2020-119770 
No. Expediente 36251/2020/RPQRSD 

 
Tema:  Otros temas territoriales 
Subtema:  Ejecución presupuestal, modificaciones al 

presupuesto y facultades alcalde para contratar 
 
Damos respuesta a la petición formulada por usted al Departamento Administrativo de la Función 
Pública, remitida por el Coordinador Grupo Servicio al Ciudadano Institucional de ese 
Departamento, mediante oficio No. 20202040610071,  radicado bajo el  número 1-2020-119770, 
precisando que en ejercicio de las funciones asignadas a esta Subdirección en el Decreto 4712 
de 2008, la asesoría técnica que se brinda a las entidades territoriales y a sus entes 
descentralizados en materia fiscal, financiera y tributaria,  no comprende el análisis de casos 
particulares y específicos de dichas entidades, razón por la que, la respuesta se emite en los 
términos previstos en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Consulta: 
 
“Hasta que punto el Alcalde tiene permitido contratar y ejecutar el presupuesto mediante decretos. 
y Existe alguna Norma que regule el hecho de informar al Concejo de la Emisión de los decretos 
emitidos por la Alcaldía en cuanto a Presupuesto y Contratación” 
 
Respuesta: 
 
Aunque los interrogantes formulados son confusos, efectuaremos algunas precisiones tendientes 
a brindar la asesoría requerida para que usted pueda resolver sus inquietudes: 
 

I. En relación con la ejecución presupuestal: 
 

Radicado: 2-2021-004948

Bogotá D.C., 4 de febrero de 2021 04:34
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En principio y de manera general, teniendo en cuenta que el presupuesto es un instrumento de 
ejecución del plan de desarrollo de la entidad territorial, no requiere de la expedición de decretos 
“para ejecutarlo”, exceptuando, las eventuales modificaciones que se hagan, de conformidad con 
lo previsto en los artículos 76 del Decreto 111 de 1996 y 13 de la Ley 617, o las modificaciones 
de que tratan los artículos 79, 80, 81 y 82 del Decreto 111 de 1996, que haga el alcalde municipal, 
previo otorgamiento de facultades por parte del concejo municipal.  
 
Ahora bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 352 de la Constitución Política y en los 
artículos 104 y 109 del Decreto 111 de 1996, las entidades territoriales deben expedir las normas 
que en materia presupuestal han de aplicar respetando en todo caso los principios y las 
disposiciones contenidas en el ordenamiento constitucional y legal. 
 
En relación con la ejecución del gasto, se hace necesario tener en cuenta que, en materia 
presupuestal el Estatuto Orgánico de Presupuesto (Decreto 111 de 1996) en armonía con el 
artículo 345 de la Constitución Política señala como uno de sus principios el de universalidad 
según el cual: 
 

“Artículo 15. Universalidad. El presupuesto contendrá la totalidad de los gastos 
públicos que se espere realizar durante la vigencia fiscal respectiva. En consecuencia, 
ninguna autoridad podrá efectuar gastos públicos, erogaciones con cargo al tesoro o 
transferir crédito alguno, que no figuren en el presupuesto (L. 38/89, art. 11; L. 179/94, 
art. 55, inc. 3º; L. 225/95, art. 22)“ 
 

Es lo que se conoce como “principio de legalidad del gasto” que implica que, en materia 
presupuestal el requisito principal para poder realizar un gasto que posteriormente genere un 
pago es que el mismo esté previamente autorizado y contenido dentro del presupuesto. 
 
Adicionalmente, el artículo 346 de la Constitución Política prescribe que, el presupuesto de rentas 
y ley de apropiaciones debe corresponder al plan de desarrollo y que en el presupuesto de gastos 
no puede incluirse apropiación alguna que no corresponda a un crédito judicialmente reconocido, 
o a un gasto decretado conforme a ley anterior, o destinado a dar cumplimiento al plan de 
desarrollo, o a servir la deuda.  
 

Sobre el principio de legalidad del gasto, la Corte Constitucional en sentencia C-507-08, expresó: 
 

“La Constitución establece con toda claridad el principio de legalidad del gasto (C.P. arts. 345 
a 347) al señalar que en tiempo de paz, no se podrá hacer erogación con cargo al tesoro, que 
no se halle incluida en el presupuesto de gastos. En este sentido, no puede hacerse ningún 
gasto público que no haya sido decretado por el Congreso. En virtud de las normas 
constitucionales mencionadas, la Corte ha señalado lo siguiente: 
 
Conforme a lo anterior, y como claramente lo señala el artículo 345 superior, no se podrá hacer 
erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el presupuesto de gastos, regla que 
es la materialización del principio de la legalidad del gasto en materia presupuestal. Esta 
fuerza restrictiva del presupuesto, según la cual sólo pueden ser efectuados los gastos 

 u
F

b
C

 5
B

z
T

 Y
n

s
R

 K
L

A
r 

S
X

rD
 N

e
e

H
 5

s
U

=

V
a

lid
a

r 
d

o
c
u

m
e

n
to

 f
ir
m

a
d

o
 d

ig
it
a

lm
e

n
te

 e
n

: 
h

tt
p

:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.m
in

h
a

c
ie

n
d

a
.g

o
v
.c

o



 

 
Continuación oficio    Página 3 de 11 

 
 
 
 

 

 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Código Postal 111711 
PBX: (571) 381 1700   
Atención al ciudadano (571) 6021270 - Línea Nacional: 01 8000 910071 
atencioncliente@minhacienda.gov.co 
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C. 
www.minhacienda.gov.co 
 

apropiados en esta ley anual, tiene gran trascendencia, ya que el presupuesto no es sólo un 
instrumento contable sino que tiene importantes finalidades económicas y políticas, que 
explican a su vez, su fisonomía jurídica.  
  
Así, tal y como esta Corporación ya lo había destacado, el presupuesto es un mecanismo de 
racionalización de la actividad estatal, y en esa medida cumple funciones redistributivas, de 
política económica, planificación y desarrollo (C.P. arts. 342 y 346). Pero el presupuesto es 
igualmente un instrumento de gobierno y de control en las sociedades democráticas, ya que 
es una expresión de la separación de poderes y una natural consecuencia del sometimiento 
del Gobierno a la ley, por lo cual, en materia de gastos, el Congreso debe autorizar cómo se 
deben invertir los dineros del erario público.  
  
En este sentido, la Corte ha señalado que el principio de la legalidad del gasto es un principio 
constitucional de gran trascendencia, que se aplica a todas las erogaciones públicas, y que, 
según la jurisprudencia constitucional, es un mecanismo de racionalización de la actividad 

estatal y uno de los fundamentos más importantes de las democracias constitucionales.”  
  

Para la ejecución del presupuesto de gastos, es decir para que se puedan asumir compromisos 
con cargo a las autorizaciones previamente aprobadas, se debe contar con los certificados de 
disponibilidad y registro presupuestal conforme lo señala el Estatuto Orgánico de Presupuesto, 
en el artículo 71 del Decreto 111 de 1996. 
 

“Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar 
con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación 
suficiente para atender estos gastos. 
 
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin. 
 
En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que 
haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos 
administrativos. 
 
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por 
quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con  
cargo a los recursos del crédito autorizados. 
 
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el 
Presupuesto General de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será 
requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido 
por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se garantice la posibilidad de 
atender estas modificaciones. 
 
Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará 
responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, 

artículo 86, Ley 179/94, artículo 49).” 
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El Decreto 568 de 1.996 “Por el cual se reglamentan las Leyes 38 de 1989, 179 de 1994 y 225 
de 1995 Orgánicas del Presupuesto General de la Nación” establece: 

 
“Art. 19.- El certificado de disponibilidad es el documento expedido por el jefe de presupuesto 
o quien haga sus veces con el cual se garantiza la existencia de apropiación presupuestal 
disponible y libre de afectación para la asunción de compromisos. Este documento afecta 
preliminarmente el presupuesto mientras se perfecciona el compromiso y se efectúa el 
correspondiente registro presupuestal. En consecuencia, los órganos deberán llevar un 
registro de éstos que permita determinar los saldos de apropiación disponible para expedir 
nuevas disponibilidades. 
 
Art. 20.- El registro presupuestal es la operación mediante la cual se perfecciona el 
compromiso y se afecta en forma definitiva la apropiación, garantizando que ésta no será 
desviada a ningún otro fin. En esta operación se debe indicar claramente el valor y el plazo de 

las prestaciones a las que haya lugar.” 
 

Coligiendo, presupuestalmente para realizar un gasto, que posteriormente genere un pago, es 
requisito indispensable que exista en el presupuesto de gastos la apropiación respectiva y que 
se cuente con el certificado de disponibilidad y registro presupuestal documentos que deben 
expedirse previamente a la ejecución del gasto.  
 

II. En relación con las modificaciones al presupuesto municipal  
 
Esta Subdirección se pronunció mediante Oficio No. 2-2015-038206 del 01 de octubre de 2015, 
en los siguientes términos: 
 

“El procedimiento para modificar el presupuesto se encuentra establecido en los artículos 75 
a 88 del Estatuto Orgánico de Presupuesto (Decreto 111 de 1996), particularmente el artículo 
80 dispone:  
 

“El Gobierno Nacional presentará al Congreso Nacional, proyectos de ley sobre 
traslados y créditos adicionales al presupuesto, cuando sea indispensable aumentar la 
cuantía de las apropiaciones autorizadas inicialmente o no comprendidas en el 
presupuesto por concepto de Gastos de Funcionamiento, Servicio de la Deuda Pública 
e Inversión. (Ley 38 de 1989, art.66, Ley 179 de 1994, art.55, incisos 13 y 17).” (La 
negrilla fuera de texto)  
 

Con lo cual es claro que la facultad para modificar el presupuesto es del legislativo a iniciativa 
del ejecutivo o, en el caso de las entidades territoriales del orden municipal, del Concejo a 
iniciativa del Alcalde. Así mismo el Estatuto Orgánico de Presupuesto establece de forma 
expresa los casos en los cuales es factible efectuar modificaciones por Decreto, es decir sin 
acudir al legislativo o al Concejo Municipal en el nivel territorial, al respecto el artículo 76 
establece: 
  

“Artículo 76. En cualquier mes del año fiscal, el Gobierno Nacional, previo concepto 
del Consejo de Ministros, podrá reducir o aplazar total o parcialmente, las apropiaciones 
presupuestales, en caso de ocurrir uno de los siguientes eventos: que el Ministerio de 
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Hacienda y Crédito Público estimare que los recaudos del año puedan ser inferiores al 
total de los gastos y obligaciones contraídas que deban pagarse con cargo a tales 
recursos; o que no fueren aprobados los nuevos recursos por el Congreso o que los 
aprobados fueren insuficientes para atender los gastos a que se refiere el artículo 347 
de la Constitución Política; o que no se perfeccionen los recursos del crédito 
autorizados: o que la coherencia macroeconómica así lo exija. En tales casos el 
Gobierno podrá prohibir o someter a condiciones especiales la asunción de nuevos 
compromisos y obligaciones.”.  
 

Así mismo la Ley 1551 de 2012 mediante el artículo 29 literal g modificó el artículo 91 de la 
ley 136 de 1994 incluyendo dentro de las funciones del alcalde:  
 

“Incorporar dentro del presupuesto municipal, mediante decreto, los recursos que haya 
recibido el tesoro municipal como cofinanciación de proyectos provenientes de las 
entidades nacionales o departamentales, o de cooperación internacional y adelantar su 
respectiva ejecución. Los recursos aquí previstos así como los correspondientes a 
seguridad ciudadana provenientes de los fondos territoriales de seguridad serán 
contratados y ejecutados en los términos previstos por el régimen presupuestal. 
 
Una vez el ejecutivo incorpore estos recursos deberá informar al Concejo 

Municipal dentro de los diez (10) días siguientes”. (resaltado  fuera de texto) 
 
De manera que por disposición expresa del Estatuto Orgánico de Presupuesto solo es posible 
hacer modificaciones por decreto mediante la figura de reducciones o aplazamientos al 
presupuesto de gastos en caso de que se configure alguna de las causales establecidas en el 
artículo 76 citado. Así mismo es posible adicionar el presupuesto de ingresos por decreto 
cuando se trate de recursos de cooperación internacional o provenientes de cofinanciación 
con entidades nacionales o departamentales. 
  
Ahora bien, aclarado que es facultad del concejo modificar, el presupuesto, salvo expresas 
excepciones ya mencionadas, la corporación puede delegar esta facultad en el ejecutivo de 
forma precisa y protempore de conformidad con lo preceptuado en el artículo 313 de la 
Constitución Política que establece:  
 

“Corresponde a los concejos  
 
3. Autorizar al alcalde para celebrar contratos, y ejercer, pro témpore, precisas 
funciones de las que corresponden a al concejo.” (negrilla fuera de texto)  

 
Dado que es facultad del concejo expedir por Acuerdo el presupuesto anual de ingresos y 
gastos del municipio (CP art 313-5) es frecuente que en dicho Acuerdo en el capítulo de 
“Disposiciones Generales” se autorice al ejecutivo para modificar el presupuesto por decreto, 
lo que se ajusta a las disposiciones constitucionales mencionadas. Sin embargo, cuando el 
presupuesto es aprobado por decreto del alcalde y en este acto administrativo se incluyen 
facultades para modificar el presupuesto, lo que sucede en la práctica es que el ejecutivo se 
daría facultades así mismo lo que contradice las disposiciones legales y constitucionales 
expuestas.  
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En conclusión solo es factible modificar el presupuesto por decreto en los casos expresamente 
permitidos por el artículo 76 del decreto 111 de 1996 y el artículo 29 literal “g” de la Ley 1551 
de 2012, o cuando el concejo haya otorgado facultades precisas y protempore al alcalde. Aun 
cuando el presupuesto haya sido aprobado por decreto sigue siendo facultad del concejo 

municipal realizar modificaciones al mismo.” 
 

III. En relación con las facultades del alcalde para contratar  
 
Sobre este tema, esta Subdirección se pronunció en oficio radicado bajo el No. 2-2020-008757 
del 9 de junio, así: 
 

“Considerando la existencia de múltiples interpretaciones del artículo 313 -3 de la Constitución 
Política sobre la autorización de los concejos municipales a los alcaldes para contratar, el 
Ministerio del Interior, en el año 2014, consultó a la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado:  “si el alcalde requiere autorización del concejo municipal para suscribir 
un contrato o convenio interadministrativo con entidades del orden nacional, con el fin de 
recibir recursos de cofinanciación para la construcción de una obra pública de interés general.” 
 
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante concepto emitido el 11 
de marzo de 2015, radicado No. 2238 de 2015 resolvió el interrogante planteado. Por 
considerarlo de importancia para aclarar el tema planteado por ustedes en la comunicación 
radicada bajo el No. 1-2020-012093, nos permitimos traer a colación algunos apartes, así: 
 

“1. La facultad de los alcaldes para contratar y los casos en que requiere 
autorización previa del concejo municipal. Reiteración  
 
Sobre la facultad de los alcaldes para contratar y los casos en que requiere autorización 
previa del concejo municipal, esta Sala ya se ha pronunciado en Conceptos 1371 de 
2001 y 1889 de 2008 y, recientemente, en los radicados con los números 2215 de 2014 
y 2230 de 2015.  
 
Particularmente, en estos dos últimos conceptos la Sala señaló, como ahora se reitera, 
las siguientes reglas de interpretación de las normas constitucionales y legales 
aplicables al caso:  

 
1.1. Los alcaldes tienen competencia constitucional y legal propia para suscribir 
contratos 
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De conformidad con los artículos 315-31 de la Constitución Política, 11-32 de la Ley 80 
de 1993,  913  de la Ley 136 de 1994 y 1104 del Decreto 111 de 1996, por regla general 
los alcaldes tienen la facultad general de suscribir contratos y dirigir la actividad 
contractual de los municipios sin necesidad de una autorización previa, general o 
periódica del concejo municipal.   
 
En este sentido, el entendimiento de que cada año o periodo de sesiones el concejo 
municipal debe autorizar al alcalde para suscribir contratos, de modo que si esa 
autorización no se produce la contratación del municipio se paraliza, es constitucional y 
legalmente incorrecta, pues además de que no se deriva de los artículos 313-3 de la 
Constitución Política y 32-3 de la Ley 136 de 1994 (que adelante se revisan), 
desconoce las facultades contractuales y de ejecución presupuestal del alcalde 
contenidas en las disposiciones anteriormente citadas. Además, una interpretación 
de esa naturaleza sería contraria a los principios de eficiencia, transparencia, celeridad 
y economía que orientan la actuación administrativa (artículos 209 C.P. y 3º de la Ley 
489 de 1998).   
 
En este sentido la Sección Tercera del Consejo de Estado señaló recientemente lo 
siguiente: 
 

“A juicio de la Sala la lectura correcta con el propósito de que todas las disposiciones 
antedichas puedan tener un efecto legal útil es la siguiente: la regla general para la 
celebración del contrato estatal es la no intervención del Concejo Municipal en el 
procedimiento de contratación y por lo tanto las autorizaciones o aprobaciones que 
le competen a esa Corporación solo pueden requerirse de acuerdo con la Ley o con 

                                                 
1  “Articulo 315. Son atribuciones del alcalde: (…) 3.   Dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el 

cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo (…)”. 
2 “Artículo  11. De la competencia para dirigir licitaciones o concursos y para celebrar contratos estatales (…) 3o. Tiene 
competencia para celebrar contratos a nombre de la Entidad respectiva: (…) b) A nivel territorial, los gobernadores de 
los departamentos, los alcaldes municipales y de los distritos capitales y especiales, los contralores departamentales, 
distritales y municipales, y los representantes legales de las regiones, las provincias, las áreas metropolitanas, los 
territorios indígenas y las asociaciones de municipios, en los términos y condiciones de las normas legales que regulen 
la organización y el funcionamiento de dichas entidades.” 
3 “Artículo  91º.-  Modificado por el art. 29, Ley 1551 de 2012. Funciones. Los alcaldes ejercerán las funciones que les 
asigna la Constitución, la ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la 
República o gobernador respectivo. Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes: (…) D) 
En relación con la Administración Municipal: (…) 5. Ordenar los gastos y celebrar los contratos y convenios municipales 
de acuerdo con el plan de desarrollo económico, social y con el presupuesto, observando las normas jurídicas 
aplicables.” 
4 “Artículo   110. Los órganos que son una sección en el presupuesto general de la Nación, tendrán la capacidad de 
contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte, y ordenar el gasto en desarrollo de 
las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren 
la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en 
funcionarios del nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas 
en el estatuto general de contratación de la administración pública y en las disposiciones legales vigentes (…) En los 
mismos términos y condiciones tendrán estas capacidades las superintendencias, unidades administrativas especiales, 

las entidades territoriales, asambleas y concejos, las contralorías y personerías territoriales y todos los 
demás órganos estatales de cualquier nivel que tengan personería jurídica.” 
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el reglamento del respectivo Concejo Municipal, antes de iniciar el procedimiento 
respectivo.”5 
 

1.2. Solo excepcionalmente el alcalde necesitará autorización del concejo 
municipal para contratar  
 
Excepcionalmente, el alcalde necesitará autorización previa del concejo municipal para 
contratar en dos eventos: 
 
a. En los casos expresamente señalados en el parágrafo 4º del artículo 32 de la Ley 
136 de 1994, modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 de 2012, que exige siempre 
la referida autorización para los siguientes contratos:  
 
“Parágrafo 4°. De conformidad con el numeral 30 del artículo 313 de la Constitución 
Política, el Concejo Municipal o Distrital deberá decidir sobre la autorización al alcalde 
para contratar en los siguientes casos: 
 
1. Contratación de empréstitos. 
2. Contratos que comprometan vigencias futuras. 
3. Enajenación y compraventa de bienes inmuebles. 
4. Enajenación de activos, acciones y cuotas partes. 
5. Concesiones. 
6. Las demás que determine la ley.”  
 
b. En los casos adicionales que señale expresamente el concejo municipal mediante 
acuerdo, de conformidad con los artículos 313-3 de la Constitución Política y 32-3 de la 
Ley 136 de 1994, que establecen: 
 
“Artículo   313. Corresponde a los concejos: 
 
(…) 3. Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas 
funciones de las que corresponden al Concejo. 
 
Artículo  32º.- Atribuciones. Además de las funciones que se le señalan en la 
Constitución y la Ley, son atribuciones de los concejos las siguientes: 
 
(…) 3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar, señalando los casos en 
que requiere autorización previa del Concejo.” 
 
Sobre el alcance de esta última potestad se ha aclarado que a pesar de su aparente 
amplitud, las normas citadas solo facultan al concejo municipal para (i) señalar los casos 
excepcionales en que el alcalde requiere autorización previa para contratar y (ii) 
reglamentar el trámite interno (dentro del concejo) para dicha autorización6. 
 

                                                 
5 Sección Tercera, sentencia del 29 de mayo de 2014, expediente 2004-02098. 
6 Sentencia C-738 de 2001 y Concepto 2215 de 2014. 
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Se ha indicado, por tanto, que la atribución del concejo municipal es restringida y exige 
un entendimiento sistemático y coherente con las potestades del alcalde para contratar, 
de manera que “los concejos municipales deben actuar con razonabilidad, de modo que 
solo estén sometidos a ese trámite aquellos tipos contractuales que lo ameriten por su 
importancia, cuantía o impacto en el desarrollo local”7.   
 
Así pues, se debe reiterar que a través de la atribución constitucional del artículo 313-3 
de la Constitución Política, de naturaleza netamente administrativa, el concejo municipal 
no puede (i) someter todos los contratos que vaya a suscribir el alcalde a su autorización 
previa, sino solamente aquellos que por su naturaleza, monto, o materia pueden afectar 
de manera importante la vida municipal; (ii) modificar el estatuto de contratación pública 
o sus normas reglamentarias o establecer trámites o requisitos adicionales para el 
respectivo contrato; o (iii) interferir en las potestades contractuales que la Constitución 
y la ley le asignan al alcalde como representante legal del municipio8. Al respecto esta 
Sala indicó: 
 

“En efecto, la atribución de los concejos municipales de señalar qué contratos deben 
someterse a su autorización tiene límites derivados (i) de la naturaleza jurídica 
administrativa de la función (en ningún caso legislativa); (ii) de las competencias 
privativas del Congreso de la República para expedir el estatuto general de 
contratación pública (artículo 150, inciso final, C.P.); y (iii) de las competencias 
propias de los alcaldes para ejecutar el presupuesto local, dirigir la actividad 
contractual del municipio y asegurar la prestación eficiente y oportuna de los 
servicios a su cargo.”9 
 

1.3 Síntesis: la regla general es la facultad del alcalde para contratar y la 
excepción es la necesidad de obtener autorización del concejo municipal  
 
Como ha quedado expuesto y puede observarse a través de los diferentes conceptos 
de esta Sala sobre la materia10, ha habido un cambio paulatino pero radical en la 
interpretación del artículo 313-3 de la Constitución Política sobre la autorización de los 
concejos municipales a los alcaldes para contratar. 
 
En efecto, si bien en un principio se pensaba que el alcalde no podía contratar mientras 
que el concejo municipal no lo autorizara para tales efectos, lo que usualmente se 
traducía en el convencimiento de que era necesario obtener por el alcalde un acuerdo 
municipal anual que le otorgara dicha habilitación, actualmente es claro que esa 
interpretación no es la que corresponde al análisis sistemático de las disposiciones 
constitucionales y legales que regulan la materia. Por el contrario, debe entenderse 
según los artículos 313-3 de la Constitución y 32 de la Ley 136 de 1994, en 
concordancia con los artículos 315-3 de la Constitución Política, 11-3 de la Ley 80 de 

                                                 
7 Concepto 2215 de 2014. En la Sentencia C-738 de 2001 la Corte Constitucional también había señalado que: 
“Asimismo, deberán tener en cuenta los concejos municipales que, en tanto función administrativa, la atribución que 
les confiere la norma que se analiza debe ser ejercida en forma razonable y proporcionada.” 
8 Conceptos 1889 de 2008, 2215 de 2014 y 2230 de 2015. 
9 Concepto 2215 de 2014. 
10 Conceptos 1371 de 2001 y 1889 de 2008 y, recientemente, en los radicados con los números 2215 de 2014 y 2230 
de 2015. 
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1993,  91-D-5  de la Ley 136 de 1994 y 110 del Decreto 111 de 1996, que los alcaldes 
tienen la facultad general de suscribir contratos y dirigir la actividad contractual de los 
municipios sin necesidad de una autorización previa, general o periódica del concejo 
municipal, salvo en dos casos: (i) cuando así lo haya previsto la ley; y (ii) cuando así lo 
haya dispuesto el concejo municipal expresamente mediante acuerdo.   
 
De este modo, en caso de silencio de la ley o en ausencia de acuerdo que someta un 
determinado contrato a autorización previa del concejo municipal, habrá de  entenderse 
que el alcalde puede celebrarlo, sin necesidad de tal autorización, con base en sus 
facultades constitucionales y legales en materia contractual.”  (subrayado y resaltado 
fuera de texto)   

 
En consecuencia,  de conformidad con lo expresado por la Sala de Consulta y Servicio Civil 
del Consejo de Estado, un alcalde municipal o distrital puede celebrar todos los contratos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales sin autorización 
previa y expresa del concejo municipal, salvo que,  se trate de los contratos señalados en el 
parágrafo 4 del artículo 36 de  la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 
o en otra Ley vigente a la fecha de celebración del contrato;  o que en el reglamento expedido 
previamente por el Concejo Municipal,  a la celebración del contrato que pretenda celebrar el 
alcalde municipal, se haya estipulado que éste requiere de autorización del órgano corporativo 

para su celebración.” (subrayado fuera de texto). 
 
 

IV. En relación con las atribuciones del concejo municipal y la regulación del 
suministro de informes por parte del alcalde municipal al concejo: 

 
Pregunta usted si existe alguna norma que regule el deber de informar por parte del ejecutivo 
municipal al concejo.  Al respecto, se hace necesario efectuar las siguientes consideraciones: 
 
El artículo 32 de la Ley 136 modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 establece:  

 

“ATRIBUCIONES.  Además de las funciones que se le señalan en la Constitución y la ley, son 
atribuciones de los concejos las siguientes. 
 
(…)2. Exigir informes escritos o citar a los secretarios de la Alcaldía, Directores de 
departamentos administrativos o entidades descentralizadas del orden municipal, al contralor 
y al personero, así como a cualquier funcionario municipal, excepto el alcalde, para que haga 

declaraciones orales sobre asuntos relacionados con la marcha del municipio.” 
 

El artículo 38 prescribe: 
 

“FUNCIONES DE CONTROL.  Corresponde al Concejo ejercer función de control a la 
administración municipal. Con tal fin, podrá citar a los secretarios, jefes de departamento 
administrativo y representantes legales de entidades descentralizadas así como al Personero 
y al Contralor. Las citaciones deberán hacerse con anticipación no menor de cinco días hábiles 
y formularse en cuestionario escrito. El debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al 
cuestionario y deberá encabezar el orden del día de la sesión. También podrá el Concejo 
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solicitar informaciones escritas a otras autoridades municipales. En todo caso, las citaciones 
e informaciones deberán referirse a asuntos propios del cargo del respectivo funcionario.” 

El artículo 91 de la Ley 136 modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 preceptúa: 

“Los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la Constitución, la ley, las 
ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la 
República o gobernador respectivo. 
 
Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes: 
 
a) En relación con el Concejo: 
 
(..) 
4. Colaborar con el Concejo para el buen desempeño de sus funciones; presentarles 
informes generales sobre su administración en la primera sesión ordinaria de cada año, 
y convocarlo a sesiones extraordinarias en las que sólo se ocupará de los temas y 
materias para los cuales fue citado. 
(…) 
g) Incorporar dentro del presupuesto municipal, mediante decreto, los recursos que 
haya recibido el tesoro municipal como cofinanciación de proyectos provenientes de las 
entidades nacionales o departamentales, o de cooperación internacional y adelantar su 
respectiva ejecución. Los recursos aquí previstos así como los correspondientes a 
seguridad ciudadana provenientes de los fondos territoriales de seguridad serán 
contratados y ejecutados en los términos previstos por el régimen presupuestal. 
 
Una vez el ejecutivo incorpore estos recursos deberá informar al Concejo Municipal 

dentro de los diez (10) días siguientes.” 
 

 
Cordial saludo,   
 
 
 
Luis Fernando Villota Quiñones 
Subdirector Fortalecimiento Institucional Territorial 
Dirección General de Apoyo Fiscal 
 
 
 
 
Revisó:  Luis Fernando  Villota Quiñones 
Elaboró: Esmeralda Villamil L. 
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